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DURANTE VEINTICINCO SIGLOS, la ética médica se ha basado en los principios de la 

deontología hipocrática: una ética humanista al servicio de la salud, la dignidad y la vida 

del paciente, que afronta el misterio del dolor y de la muerte como un hecho -

misterioso y natural, al tiempo-y que, respetando siempre la libertad, no se ausenta 

ante la vulnerabilidad humana, sino que permanece hasta el final al lado del paciente 

incurable, aliviando, cuidando y acompañando. 

Ese ha sido el “gran relato” del que se ha nutrido la profesión médica. Todavía hoy, las 

declaraciones de las instituciones profesionales médicas y de los organismos 

internacionales son inequívocamente contrarios a la eutanasia: ni es un acto médico, 

ni una respuesta correcta al problema del dolor, de la enfermedad terminal. 

Frente a este relato, la aceptación de la eutanasia se construye entorno al relato de una 

utópica libertad autónoma, irrestricta, concebida como una herramienta de un poder, 

que extiende sin límites los derechos personales, mientras elude cualquier tipo de 

responsabilidad frente así, frente a los demás y frente al futuro. Una ética fragmentada, 

donde caben tantas posturas como personas y situaciones -efímeras y cambiantes de 

por sí-, y que acaba sometida acríticamente a la legalidad del momento, anulando la 

libertad y la conciencia del médico. Una ética, en definitiva, cuya razón última es la 

absoluta autonomía del paciente, fundamento único e inatacable, de su dignidad. 

 

LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA 

Antes de aludir específicamente al tratamiento que da la ley al derecho a la objeción de 

conciencia, quiero avanzar tres presupuestos previos, aun a sabiendas que no son del 

todo compartidos: 

1º) La eutanasia no es un acto médico: puede ser un acto legal, sanitario, o de un 

médico en particular. 

La definición deontológica de “acto médico” es clara en este sentido (art. 7.1 Código de 

Ética Médica). 

2º) El concepto de “eutanasia” y el de “muerte digna” no se pueden identificar sin más. 

3º) La objeción de conciencia ha sido un valor constantemente custodiado y defendido 

por las profesiones sanitarias.  

La Guía de Ética Médica Europea, en sintonía con la inmensa mayoría de los códigos 

deontológicos occidentales, dice que la objeción “es un signo de madurez cívica y de 

progreso moral y político, las sociedades modernas aceptan el gesto de la objeción 

pacífica, sin tomar represalias o ejercer discriminación es contra el objetor”. De otra 

parte, la AMM declaró recientemente (2019) que “ningún médico debe ser obligado a 

participar en eutanasia o suicidio con ayuda médica, ni tampoco debe ser obligado a 

derivar un paciente con este objetivo”. 



El art. 16 de la nueva ley regula la objeción de conciencia en idénticos términos a la del 

aborto de 2010: propone un concepto, y establece unos requisitos que, al menos en 

apariencia, dejan poco lugar a la interpretación. Debe ser individual, manifestarse por 

escrito y con carácter previo a la acción eutanásica; obliga, además, a comunicar la 

objeción para que conste en un registro público. 

UN DERECHO FUNDAMENTAL 

Pese a ese reconocimiento, no se puede ignorar que la incorporación a nuestro 

ordenamiento de un nuevo derecho fundamental -el derecho a solicitar y recibir ayuda 

para morir trae como consecuencia, en pura lógica constitucional, que el profesional 

que lo rechace incurrirá presuntamente en el delito de denegación u obstaculización 

de un derecho fundamental. 

Esta ley, a pesar de su pretendido garantismo, va a generar más problemas que los 

que, supuestamente, trata de resolver.  

Solo al ámbito de la objeción de conciencia, son muchos los interrogantes que se 

plantean:  

• ¿quiénes son los médicos que pueden inscribirse?  

• Habla de médico tratante o interviniente: ¿a quién corresponderá practicar la 

eutanasia o auxiliar al suicidio: al médico de familia? ¿a los que trabajan en 

intensivos? ¿al médico de una residencia de mayores?  

• ¿Cómo puedes saber, por anticipado, que te va a corresponder a ti, si ignoras 

las posibles circunstancias que se pueden dar? 

No es descabellado suponer que habrá muchas circunstancias de objeción 

sobrevenida y esa situación no la prevé la ley. 

• ¿Hasta qué punto puede considerarse objetor y obligado a registrarse como tal 

al profesional que se niega a practicar la eutanasia por razones exclusivamente 

profesionales o deontológicas? 

• ¿Se va a tratar con el mismo rasero a los profesionales de la sanidad pública y a 

los de la privada, al margen de que estos últimos trabajen en instituciones con 

un ideario opuesto a la eutanasia? 

• ¿Puede una ley entrar a juzgar la conciencia del médico para “parcelarla” y decir 

hasta dónde debe objetar y a qué? 

La aprobación de la eutanasia supone un desafío imponente a la profesión médica, a 

los enfermos y a la sociedad en su conjunto. Nos interroga sobre nuestra respuesta 

ante el desamparo y la vulnerabilidad que acompañan el dolor y el sufrimiento del ser 

humano. 


